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INTRODUCCION


Indicadores tales como una economía abierta y estable con un nivel de crecimiento promedio del 6 por ciento anual, una inflación menor a los dos dígitos, una tasa de desempleo friccional del orden del 5 al 7 por ciento, un nivel de competitividad que lo ubica en los primeros veinte lugares del ranking mundial y una economía que se interrelaciona con bloques económicos y que pretende integrarse a otros (MERCOSUR, NAFTA, APEC, Comunidad Económica Europea), son algunos de las referencias, que a juicio de connotados economistas y voceros oficiales de Gobierno, colocan a Chile en una posición preferencial en el contexto económico mundial, invitándolo a dar un salto cualitativo y cuantitativo hacia adelante. Proyecciones que se encuentran vinculadas principalmente a la exportación de sus materias primas, lo que conlleva a generar una acelerada explotación de los recursos naturales, que en el caso de la minería son no renovables.


Lo anterior contrasta enormemente cuando empezamos a explorar la situación en que se encuentran los habitantes de la zona interior de la IV Región, los que se han enfrentado desde la mitad del presente siglo a una condición de segregación socio-espacial, que no es ajena a la que ocurre con muchos poblados y comunidades que comprenden el territorio nacional (tal es el caso de comunidades indígenas del norte y sur del país), situación que por el contrario a los valores e indicadores económicos pujantes, ha ido acentuándose con el transcurso del tiempo, todo ello enmarcado dentro de una política económica de libre mercado que esta a favor de la inversión privada en todos los ámbitos, y en donde la preocupación por el medio ambiente no frenará este codiciado desarrollo económico impulsado por un pequeño sector del país.


Estas poblaciones viven en condiciones caracterizadas por una escasa integración geográfica, socialmente deprimidas, con altas tasas de pobreza y marginalidad, sin una diversificación de las actividades productivas concentrándose en la actividad minera y servicios, lo que ha originado una explotación precaria de sus recursos naturales que en la mayoría de los casos ya se encuentran masivamente deteriorados. 


Andacollo - al igual que Chepiquilla - no escapa a la situación descrita anteriormente. Una condición material de vida que se cimienta en una economía de subsistencia a través de la explotación artesanal de piques mineros, la falta de fuentes laborales a nivel local, lo encarecido de transporte público - e inexistente en el caso de Chepiquilla -  la suspensión de la transmisión regional del Canal Nacional, el bajo crecimiento demográfico, negativo en algunos periodos, representan claros ejemplos de ello. Esto hace pensar que la concepción de la actual política de desarrollo no sitúa a estas áreas en una posición preferencial. 


Como si esto fuese poco, la calidad de vida de los andacollinos se ve fuertemente mermada cuando debemos introducirnos en el tema ambiental, elemento que sólo a partir de mediados de los años ´80 comienza a adquirir conciencia pública reflejada en exigencias legales de trabajadores y comunidades de distintos puntos geográficos.


Algunos ejemplos son: el caso de los trabajadores de Chuquicamata, que presentaron una demanda en contra de la compañía debido a la emisión de gases de la fundición; los propietarios de predios en los valles de Puchuncaví y Catemu, que presentaron pleitos contra los dueños de las fundiciones vecinas de Ventanas y Chagres; los cultivadores de olivos en el valle del río Huasco contra la Compañía Minera del Pacífico (CMP). En muchos de estos casos los demandantes no tuvieron éxito, incluso invocando el art.19. inciso 8 de la Constitución de la República de Chile, que establece que todo ciudadano tiene "el derecho de vivir en un ambiente libre de contaminación".


Este deterioro ambiental en el sector de Andacollo es respaldado por un pasado donde la sobre explotación de los recursos naturales (agua, vegetación, aire, suelos etc.), asociado a la larga historia de extracción (pique y bombeo) y procesamiento (plantas trapicheras, flotación y lixiviación) de minerales, dejaron como herencia una alta degradación del medio ambiente.


Hoy  una actividad minera tradicional de pequeña escala es reemplazada por una actividad minera en donde el tamaño y la tecnología utilizada marcan la diferencia no sólo en los beneficios económicos, sino también en el impacto ambiental que genera.


La pequeña minería es desplazada a lugares cada vez  más distantes del área aledaña de la vida andacollina, para dar paso a la instalación de grandes empresas transnacionales que utilizan en sus faenas grandes volúmenes de sustancias peligrosas, haciendo cada día más vulnerable el entorno natural y humano, situación que se tiende a agudizar debido a la proximidad de las compañías mineras a los centros urbanos.

El presente trabajo pretende exponer la situación de insensibilidad e irregularidades con la autoridad  ha manejado las denuncias de contaminación de los habitantes de Chepiquilla generada por la Compañía Minera Carmen de Andacollo (Cía.), una de las dos grandes empresas transnacionales que se encuentran en el área.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    La tónica del conflicto ha girado en torno al lento proceso del ir y venir de solicitudes, peticiones, comunicados y resoluciones, producto de la marcada dilación que la autoridad ha hecho de él. Por este motivo la presentación de este documento es una exposición simplificada de un sin fin de papeles que dejan entrever la responsabilidad directa de los representantes del Estado y la Compañía Minera en los sucesos y a una comunidad que se ve constantemente afectada por problemas de salud, sumado esto a un deterioro constante en su calidad de vida producto de la degradación de los huertos y viviendas, limitando las fantasías de los niños, los sueños y utopías de los jóvenes, la tranquilidad de un desarrollo digno y la seguridad de un porvenir armónico de adultos y ancianos de Chepiquilla.

EL ÁREA AFECTADA


A Chile se le ha definido tradicionalmente como un país minero. Ello no se debe tan sólo a la abundancia de estos elementos en su naturaleza, sino también a que aún antes de la llegada de los españoles a nuestro territorio muchos de los indígenas que aquí habitaban habían desarrollado técnicas rudimentarias para explotar y procesar oro,  plata y cobre, es así que desde la Conquista hasta nuestros días la minería del metal ha sido siempre un rasgo clave de la explotación en esta sociedad criolla
. Una de las comunas donde la actividad minera ha estado íntimamente ligada al desarrollo de sus habitantes es Andacollo
, así también la localidad de Chepiquilla.


El nombre de "Chepiquilla" es uno de los tantos topónimos de lugares desconocidos para muchos, sin embargo, cuando mencionamos parajes como La Serena o Coquimbo empezamos a ubicarnos, pero aún debemos viajar un poco más lejos para llegar a conocerla. 


Una de las alternativas es iniciar viaje desde La Serena por el camino que conduce a Ovalle, tramo que se encuentra rodeado de extensos campos cultivados e interesantes casas patronales que datan del siglo pasado, casi llegando al km. 26 nos desviamos hacia la izquierda donde debemos subir una sinuosa cuesta - llamada Cuesta de San Antonio -, al tiempo de recuperarnos del mareo nos encontramos en forma repentina con la panorámica de Andacollo, ciudad llena de mística religiosa y tradición minera: la "Virgen de Andacollo" recibe anualmente para sus fiestas una gran cantidad de peregrinos, quienes acuden llenos de veneración y culto
. 


Distante dos kilómetros de su centro urbano, en dirección sur, encontramos la población de Chepiquilla formada hace 60 años a través de tomas de terrenos. El lugar  pertenece al radio urbano de la comuna de Andacollo, antiguamente una zona rural, cambia de condición en 1993, sin embargo, se caracteriza por estar relativamente alejada del centro socio-comercial de la ciudad. Allí habitan unas 200 personas, gente que ha adquirido sus terrenos y espacios comunales producto de mucho esfuerzo y trabajo de parte de su Junta de Vecinos y habitantes. Así lo reflejan las construcciones de la sede social y la capilla del sector.


Describir el sector de Chepiquilla es describir Andacollo en su conjunto;  paisaje característico del semiárido, con cerros desérticos, cielos despejados la mayor parte del año y escasas precipitaciones que se concentran preferentemente en invierno, con una vegetación empobrecida, un área urbana consolidada de unos 4 km2  que se encuentra rodeada de una gran cantidad de cúmulos de desechos minerales
, con un centro urbano emplazado en el eje de una larga quebrada y en el centro una gigantesca Basílica que puede visualizarse desde cualquier punto.

LA EXPLOTACION MINERA


En Andacollo destacan dos tipos de explotación: la minería artesanal y la industrializada. La mayor parte de las explotaciones mineras de la zona corresponde al tipo artesanal, que engloba desde trabajadores independientes hasta pequeñas unidades productivas con algún grado de desarrollo, ya sea a través del laboreo subterráneo de vetas, vetillas y veneros de oro - comúnmente conocidos como "pirquineros" - y lavadores de oro, que trabajan "placeres". Esto es, remueven sedimentos aluviales de fondos de quebradas donde tengan disponibilidad de agua.


Desde la óptica de lo productivo, el diagnóstico del sector minero artesanal reconoce entre los principales rasgos de esta actividad la extrema precariedad con que se realizan las faenas. Ello se ve reflejado en carencias notorias en materia de equipamiento así como también en un nulo acceso a asistencia técnica y mejoras tecnológicas. Del punto de vista socio - económico destaca el bajo nivel de los ingresos y el aislamiento geográfico de las actividades. Estos constituyen factores que han generado una situación de virtual marginalidad respecto de los beneficios sociales disponibles para la mayor parte de la población, ocasionando una deteriorada calidad de vida y escasas perspectivas de desarrollo de los habitantes de Andacollo.


En relación a la minería industrializada, en Andacollo destacan las mineras transnacionales que poseen como principales rasgos el gran capital monetario con que cuentan - que en su mayoría no es aportado en forma directa por los titulares de la actividad sino por organismos financieros
-, poseen un importante número de trabajadores y generan grandes volúmenes de producción, sin embargo, los ingresos reales por concepto de impuestos de estas compañías se estiman muy por debajo de los aportes de la empresa estatal (CODELCO), acentuando así las deficiencias del sistema tributario en Chile. 

A nivel nacional, la minería constituye tradicionalmente un importante aporte para la economía del país. Su participación en el PGB alcanza valores de gran significancia, los que fluctúan entre el 7,4 y el 8 por ciento.


Los procesos que destacan dentro de esta actividad son la exploración, la extracción, y el procesamiento, actualmente y por el auge que ha adquirido la variable ambiental se considera también al cierre de operaciones y abandono del sitio como partes importantes de este ciclo.


Por la naturaleza de sus operaciones este tipo de actividad es potencialmente capaz de afectar el medio donde es llevada a cabo, lo que se conoce como impacto ambiental. Procesar recursos no renovables, sin duda, produce alteraciones importantes en el medio ambiente.


Estas alteraciones al medio ambiente, generan como consecuencia una cantidad importante de problemas ambientales, ocasionados a partir de los impactos negativos originados de la actividad minera, algunos de ellos son
:

	Riesgo
	
	de desbordes e infiltraciones por falta de estabilidad de pilas, control de los compuestos utilizados en el lixiviador (ácido sulfúrico para el cobre),

	
	
	

	Contaminación atmosférica
	
	proveniente de la separación, concentración y procesamiento (polvo fugitivo),

	
	
	

	Ruido
	
	del transporte, transferencia, trituración y molienda del mineral, tronaduras

	
	
	

	Contaminación de las aguas superficiales
	
	por derrames de los molinos y plantas de lavado,

	
	
	

	Contaminación de las aguas freáticas
	
	debido a las fugas de las pilas de relaves,

	
	
	

	Contaminación de los suelos
	
	vegetación y aguas superficiales locales debido a la erosión eólica e hídrica de las pilas de desechos.



Actualmente esta minería industrializada,  y sobre todo la relacionada con inversiones transnacionales, ha  incorporado "tecnología de punta" en sus operaciones que "permite cada vez un mayor aprovechamiento de los recursos naturales a un menor costo no sólo económico, sino también  ambiental. Con ello, lo que antes constituyó un costo que inevitablemente debía ser asumido por las empresas mineras ha pasado a convertirse en una inversión y se destinan presupuestos para profundizar en el mejoramiento de dicha tecnología, la que luego es incluso comercializada"


Es así como el sector minero privado a nivel nacional ha experimentado un crecimiento acelerado, fruto de las extraordinarias reservas naturales que se han logrado detectar con la utilización de esta "tecnología de punta" por medio de nuevas exploraciones y de varios incentivos deliberados con que cuentan estas empresas transnacionales, tales como la implementación de la Ley de Inversiones Extranjeras (Decreto Ley 600), el Código de minería.(ANEXO I)

LA EMPRESA

El límite urbano de Andacollo da inicio a las instalaciones de las transnacionales Compañía Minera Dayton de Chile Ltda. que comenzó sus operaciones en 1989, en el área conocida como "sector oro" en la localidad de Churrumata, y la Compañía Carmen de Andacollo ubicada en el "sector cobre" en la localidad de Chepiquilla.  


El yacimiento Andacollo - Cobre es una de las minas más antiguas de Chile, su historia se extiende a comienzos de la década del ´70, cuando la Empresa Nacional de Minería (ENAMI) comprobó a través de un programa de sondajes y exploraciones que en el área existía un gran cuerpo cuprífero de un potencial de 250 a 300 millones de toneladas de mineral. Con esos antecedentes, elaboró un estudio de pre factibilidad para un proyecto de mina - planta - concentradora.


Producto de ello, ENAMI invita a cuatro empresas que operaban en el sector a participar en una licitación para explotar el yacimiento en sociedad mixta, la que es adjudicada por la empresa canadiense Noranda en el mes de abril de 1975, previa presentación al Comité de Inversiones Extranjeras. En 1977 Noranda realiza un estudio de factibilidad incluyendo información correspondiente a geología, metalurgia, ingeniería y financiamiento del proyecto.


En el intertanto ENAMI firmaba acuerdos de opción de compra con los propietarios de las pertenencias mineras que cubrían el yacimiento.


El estudio permite determinar una reserva explotable de 193,4 millones de toneladas de mineral con una ley
 media de 0,646 por ciento de cobre, para una ley de corte
 de 0,4 por ciento, debiéndose para ello remover, además 192,6 millones de toneladas de estéril. Se determinó también  que los contenidos de oro y molibdeno eran marginales.


El plan de producción elaborado por la empresa contempló una explotación anual de 14,6 millones de toneladas de mineral durante 13 años, y en los tres años siguientes, bajando la ley de corte a 0,3 por ciento de cobre, se explotaría el saldo de las reservas. 


Con los resultados obtenidos del estudio de la empresa Noranda, ENAMI compra las pertenencias y adquiere todos los terrenos del área colindante, necesarios para la construcción del proyecto.


A finales de 1980, y luego de pedir prórroga para la ejecución del proyecto, la empresa Noranda no consigue financiamiento para continuar sus sondajes producto de los deprimidos indicadores económicos internacionales que existían en la época y las bajas expectativas del precio del cobre, lo cual la lleva a cancelar su participación en el proyecto Andacollo.


Tal situación motiva a la Empresa Nacional de Minería  a convocar, en el mes de septiembre de 1980, a una nueva licitación
 para desarrollar el proyecto de explotación del yacimiento. Las bases fueron adquiridas por 19 empresas, pero sólo dos presentaron ofertas: Placer Dome Inc. de Canadá y Minera Cobrecollo, sociedad integrada por los mineros de Andacollo.

Este yacimiento fue licitado a fines de 1990, siendo adjudicado en junio de 1991 por la empresa canadiense Placer Dome Inc.. De acuerdo con los términos de la licitación, se formó una nueva sociedad: la Compañía Minera Carmen de Andacollo, perteneciente en un 20 por ciento a ENAMI y en un 80 por ciento a Compañía Minera Placer Dome Inc.


El principal trabajo realizado por Placer Dome en Andacollo correspondió a estudios geológicos. De acuerdo a los resultados obtenidos, las reservas que anteriormente se estimaban aumentaron a 540 millones de toneladas, pero con una ley de cobre de sólo 0,45 por ciento. Además de la baja ley del mineral, la presencia de mercurio perjudicaba el resultado de la operación.


A mediados de 1993, Placer Dome decidió abandonar su opción de ejecutar el proyecto, reintegrándose con ello a ENAMI tanto la propiedad del yacimiento como los estudios realizados.


Luego del fracaso de la adjudicación a Placer Dome, ENAMI decide nuevamente - por tercera vez - licitar el yacimiento. De cuatro empresas que se presentaron, tres realizaron ofertas, siendo adjudicada el 19 de agosto de 1995 a la sociedad formada por la Compañía Canadá Tungsten Chile Ltda., con un 63 por ciento; la Compañía Minera del Pacífico S.A., con un 27 por ciento - previo pago de US$1 millón-, mientras ENAMI mantuvo el 10 por ciento de la propiedad sin participación de capital.


En dicho contrato se estableció además, que Canadá Tungsten y Compañía Minera del Pacífico debían invertir a lo menos US$1,6 millones en estudios del proyecto y pagar del orden de US$5  millones, en caso de ir en adelante con su desarrollo.


Los estudios de factibilidad realizados por Tungsten Inc. consideraron la explotación de 33,4 millones de toneladas de mineral, con una ley de cobre entre 0,90 y 1,1 por ciento, principalmente óxidos y mineral secundario  enriquecido que no posea calcopirita, susceptibles de ser tratados mediante lixiviación bacterial, extracción por solventes y electro-obtención.


La inversión total directa en este proyecto es del orden de US$83 millones, y contempla producir 20.000 toneladas anuales de cobre fino en cátados (99,99 por ciento de cobre). La producción nominal/día será de 57 toneladas
. El financiamiento del proyecto provino de Bancos de Canadá y Europa, principalmente el Dresdner Bank of Canadá.


La explotación de la mina es a rajo abierto
, a razón de 8.000 toneladas por día, de mineral procesado por lixiviación bacterial, equivalente a 2,5 millones de toneladas de mineral por año y 7,5  millones de toneladas de estéril que, según proyecciones, le otorgaría a la mina una vida útil de 11 años.
Actualmente se baraja la posibilidad casi cierta de extender tal período a 25 años.


A los trastornos ocasionados por la adquisición del proyecto Andacollo Cobre sucede el cambio de dueños. El 31 de diciembre de 1996 a menos de un mes de culminada su etapa de construcción (por Davy International) e inmediatamente puesta en marcha la producción de catados, Aur Ressources Inc. adquiere Canadá Tungsten, manteniendo el mismo porcentaje de acciones en el proyecto.


Aur Ressources, es una empresa transnacional con base en la provincia de Ontario, Canadá. Ésta explora más de 100 prospectos mineros en Estados Unidos y Sudamérica, así como en su propio territorio. Es una empresa que se encuentra desarrollando adquisiciones, exploraciones y explotaciones de propiedades mineras.


Actualmente esta operando dos minas de cobre: el proyecto Louvicour Mine, ubicada en Val d´Or provincia de Quebec, Canadá y el proyecto Andacollo Cobre. Louvicour se ha caracterizado como la mina más eficiente y de bajo costo operacional en Canadá. Ambos proyectos han sobrepasado sus objetivos de producción asegurando a sus accionistas la tranquilidad de una buena salud financiera y una actitud agresiva en sus planes de expansión que la caracterizan.


Por tratarse de un proyecto minero que comprende prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles, "Andacollo Cobre" debió someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) establecido en la Ley de Bases del Medio Ambiente (Ley 19.300)
, sin embargo, en la época tal ingreso no era obligatorio debido a que la Ley 19.300 no se encontraba operativa al no dictarse el Reglamento
 que la regulaba, ingresando a éste "voluntariamente".


El Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Andacollo Cobre de la Cía Minera Carmen de Andacollo fue encargado a GOTECNICA Consultores, logrando una calificación favorable de parte de CONAMA - IV Región. Este se realizó sobre la "base de los estudios generados por Placer Dome sobre la materia, pero incorporando el nuevo diseño
" que fue aprobado por la Intendencia y COREMA IV Región mediante Resolución Exenta Nº 73 el 13 de julio de 1995 .


Es importante destacar que "las fuentes internacionales de financiamiento son asimismo, cada vez más exigentes en cuanto  a las prácticas ambientales de los solicitantes de créditos. Se exigen Estudios de Impacto Ambiental... Debe agregarse que las empresas aseguradoras son igualmente exigentes en cuanto a las condiciones de tipo ambiental que debe cumplir el proyecto que busca ser asegurado. Estas prácticas son además requeridas por los pequeños, pero usualmente numerosos, tenedores del accionariado difundido de las empresas mineras en los grandes mercados de valores. Con ello, la práctica ambiental se presenta estrechamente ligada a la buena imagen y al "marketing" de la empresa, pero además se torna obligatoria para la buena marcha del proyecto"

PRIMERAS SEÑALES DE CONTAMINACIÓN


Paralelo con la puesta en marcha del proyecto Andacollo Cobre, empezaron a sucitarse los primeros problemas ambientales en la comunidad de Chepiquilla. Las asambleas mensuales realizadas por la Junta de Vecinos Nº12 de Chepiquilla (J.V.) dejan de manifiesto las inquietudes de los vecinos relacionadas con la proximidad de las instalaciones de la empresa minera, ubicadas a menos de 200 mts. de la población. Estas instalaciones de la Compañía Minera Carmen de Andacollo (Cía) son las "pilas de lixiviación".


Las inquietudes de los pobladores estuvieron centradas en un comienzo, en la cantidad de polvo en suspensión que  se observaba a simple vista en el sector, producto del desplazamientos de camiones en la construcción de las instalaciones de la empresa Carmen de Andacollo.


Con el fin de buscar soluciones a los problemas que los afectaban, la directiva comienza las primeras acciones, enmarcadas en un clima de inocencia y tolerancia. Se determina convocar a una reunión para el día 13 de febrero de 1997, a la que son invitados el Gerente General de la Compañía Minera Carmen de Andacollo, John Britt; el encargado del Movimiento de Tierras de la empresa y autoridades locales (la alcaldesa de Andacollo, Marcelina Cortés, y concejales de la comuna).                                                                                                                                                                                                                        


Sin embargo, y como característica permanente de las autoridades locales, ambientales y de la empresa , éstas no asistieron a la invitación hecha por la J.V.. A pesar de este hecho, la directiva encabezada por su presidente Hernán Collao V. y por la secretaria María Araya, insistirá en nuevas reuniones e invitaciones a ratificar en terreno tales denuncias.


A los problemas de calidad del aire, relacionados con el material particulado en suspensión, al poco tiempo comienzan a sumarse los efectos asociados directamente con el funcionamiento de la mina y, en particular, de las pilas de lixiviación. Los problemas se concentraron en las fuertes emisiones de malos olores y los ruidos ocasionados por las detonaciones de la mina, explosiones que se suscitan como mínimo dos veces al día.


Una de las preguntas que surgen, sin duda, es ¿qué son las pilas de lixiviación?. El Director Regional del Servicio Nacional de Geología y Minería, Gabriel González, en una entrevista realizada al Diario El Día
, describe su constitución como "un depósito de mineral chancado, similar a un cerro, de forma romboide o rectangular, que se asienta sobre una base impermeabilizada constituida por una carpeta de PVC. Este cerro, es rociado con una solución que incluye... "ácido sulfúrico" en el caso de yacimientos que, como Carmen, extraen cobre. Tras cierto tiempo, el líquido va percolando a través del mineral, recuperando el metal de las piedras, el cual cae en la base de PVC en forma de sustancia  acuosa, la que es recogida y almacenada en estanques, donde continúa la serie de procesos que arrojan como resultado el cobre refinado".

EL COLAPSO.


Las primeras - e intensas - precipitaciones de 1997, originaron inundaciones de las vías interiores de Chepiquilla, producto del aumento del nivel de las aguas que bajaban por la quebrada que lleva su mismo nombre. A raíz de este fenómeno climático catalogado por la autoridad como "excepcional", sobrevino la primera catástrofe ambiental: las pilas de lixiviación habían colapsado.


Inquietudes de Roberto Vicentelo, vecino de Chepiquilla y de la empresa minera, en torno a los fuertes olores que surgían del pozo que utilizaba hasta el momento del suceso como agua para beber y regar sus plantas y árboles frutales, lo motivan a solicitar
 al Departamento de Sanidad del Hospital de Andacollo, un análisis químico de éstas. 


Sobre esta base, surgen las primeras evidencias: las sospechas fueron ratificadas cuando la Directora del Hospital, Dra. Marcela Flores Bavestrello, certifica que las muestras tomadas por esta entidad el 22 de julio, dieron como resultado que las aguas del pozo "no son aptas para el consumo humano"
, descartando además el uso para riego de verduras y hortalizas.


Llama la atención que mientras los vecinos de Chepiquilla ponían de manifiesto sus inquietudes por los sucesos de contaminación ambiental generada por la Empresa Minera - a raíz de las intensas precipitaciones caídas en la zona - por medio de solicitudes de apoyo y asesoramiento a las autoridades ambientales, además de comunicar a la prensa escrita y radial de la región los graves hechos, no existiera asistencia oportuna y eficaz de parte de las autoridades responsables de velar por la salud e integridad de los personas, responsabilidad que debe aunar todos los esfuerzos ante la presencia de niños y ancianos en el sector.


Resulta más preocupante aún cuando esta falta de interés va acompañada de omisiones por parte de las instituciones que deben preocuparse de las políticas medio ambientales y de generación de soluciones técnicas a los problemas más urgentes, como es la Comisión Regional de Medio Ambiente (COREMA), y la Comisión Nacional de Medio Ambiente (CONAMA).


La lista crece cuando debemos mencionar la indiferencia observada en la administración del Estado desde el nivel local al regional representados ambos extremos por la I. Municipalidad de Andacollo y la Intendencia Regional, respectivamente.


Tal actitud de parte de la autoridad ante los hechos de contaminación denunciados queda de manifiesto cuando ésta oculta antecedentes que revelaban sanciones aplicadas por sus propios organismos fiscalizadores en contra de la empresa minera. Antecedentes que fueron emanados por el Servicio de Salud Coquimbo - IV Región, y son comunicados y entregados a la Junta de Vecinos, recién los primeros meses de 1999.

La primera sanción cursada a la Cía. fue realizada el 10 de marzo de 1997 por el Servicio de Salud de Coquimbo,
 considerando las observaciones hechas por funcionarios de esa entidad y las presentadas por la Cía. a través de  Juan Yañez, quien reconocía el rompimiento de una unión (tee) de cañerías que conducen el ácido sulfúrico hacia una de las pilas de lixiviación 


"se rompió provocando el derrame y acumulación de soluciones en el sector, colapsando finalmente ésta".


El servicio sancionaba ambientalmente a la Cía. con una multa de 5,0 (cinco) ingresos mínimos que serían cancelados en la Caja del Hospital de Andacollo, extendiendo copias a la mayoría de las autoridades ya citadas en el párrafo anterior.


Los funcionarios del Servicio determinaron que el colapso de un talud expuesto en una de las pilas generó el escurrimiento de soluciones ácidas al camino lateral de las pilas e infiltraciones hacia la Quebrada de Chepiquilla, donde tal deslizamiento abarcó una extensión aproximada de 1.000 mts. fuera del recinto de la propiedad minera. 


La resolución agregaba, "... tales situaciones de derrames de sustancias que contienen altísimas concentraciones de sulfato (>40.000 p.p.m.), que infringen normas protectoras de la higiene y seguridad del ambiente, en la especie, el recurso hídrico, que al ser contaminado deriva en perniciosas consecuencias para la salud, la seguridad y el bienestar de los habitantes, sobre todo considerando que este Servicio tomó conocimiento a lo menos 8 horas después de ocurrido el hecho".


Similar episodio vuelve a acontecer. A pesar de las exigencias realizadas por el Servicio de Salud tendientes a "establecer un sistema de retención de soluciones ante eventuales emergencias por derrames, de manera que permita proteger adecuadamente los puntos críticos de la red de distribución de soluciones y de la planta en general"
, la empresa minera es nuevamente sancionada por este Servicio. Como resultado de las altas precipitaciones que afectaron al sector, se inundaron los distintos rajos de la explotación minera, por lo anterior colapsa la piscina de emergencia que recepcionó aguas lluvias y soluciones pobres provenientes del proceso, las que fueron conducidas hacia Quebrada Hermosa
.


A pesar de los graves acontecimientos, el Servicio de Salud se conformó con sancionar monetariamente a la empresa con 100 UTM. No existió de parte de las autoridades preocupación por investigar los efectos ocasionados a la población de Chepiquilla, vecina a la Compañía.


El desconocimiento por parte de los vecinos de estas dos resoluciones emanadas del Servicio de Salud - conocidas por la autoridad ambiental - planteaban como principal hipótesis "la complicidad de la autoridad con la empresa minera". Era evidente que esta información podría haber servido para tomar mejores y oportunas decisiones de parte de la comunidad.


A fines de 1997 la J.V. se ponía en contacto con el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales (OLCA) en busca de apoyo legal y profesional a sus gestiones, que hasta ese momento no encontraban eco en la autoridad regional. El 14 de diciembre se enviaba la primera propuesta de gestión del conflicto por parte de OLCA a la J.V y se proponían las tareas de coordinación con la comunidad.


Estos sucesos cierran el panorama de un año transcurrido desde las primeras denuncias hechas por la directiva de la J.V.

EL ENCUENTRO


Nuevas denuncias ambientales en contra de la Empresa, se hacen sentir. Solicitudes de análisis de pozos, de suelos, principalmente en el sector sur de Chepiquilla e invitaciones a constatar en terreno el daño producido a plantas y árboles frutales afectadas por un "polvo blanco" proveniente de la mina, son presentadas a las autoridades locales, regionales y a la misma empresa, por parte de la J.V..


Los pasos seguidos por la comunidad de Chepiquilla se centran en la reunión efectuada el 14 de enero de 1998, con el Consejo Comunal Municipal de Andacollo. En ella la alcaldesa de Andacollo, Marcelina Cortés, se compromete a buscar en el más breve plazo soluciones a la realidad y condiciones en que vive la gente. No obstante, los compromisos y acciones de parte de la Municipalidad terminan cinco días después de la reunión con una carta
 enviada al Intendente Regional, Renán Fuentealba, donde se comunican las peticiones por parte de la comunidad señalando, en el punto C, la necesidad de "sostener reuniones con los integrantes de todos los organismos de COREMA, en Chepiquilla para que evalúen en terreno los daños provocados a las personas", por parte de la Minera. Se indica la necesidad de que en, su calidad de presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente, debería promover la visita de una delegación de esta institución a la zona.


Por su parte, la comunidad manifiesta públicamente su malestar. El concejal Francisco Vega señalaba al semanario La Semana:


"...lo más importante es que el Servicio de Salud realice controles periódicos sobre la población afectada y que evalúe las consecuencias que tiene el polvillo blanco sobre la población del sector".




La empresa minera a través de su Coordinador de Medio Ambiente, Archivaldo Ambler, señalaba que el polvillo blanco arrastrado hacia Chepiquilla era producto de trabajos de evaporación de aguas sobrantes de las faenas originadas por las lluvias del año anterior y que estaba siendo estudiado por la empresa. Sobre la composición y toxicidad de éste aún no existe una respuesta definitiva.


La falta de interés de las autoridades municipales y regionales por las inquietudes ambientales de la comunidad motivan a la J.V. a continuar con la labor de recurrir a autoridades sectoriales en busca de apoyo y soluciones a sus problemas. Los primeros meses del año 1998 se envían cartas a la Secretaria Regional de Salud, señalando la demora en las respuestas a peticiones de muestreos de pozos solicitadas al Departamento de Sanidad del Hospital de Andacollo, y reiterado la necesidad de enviar médicos para examinar y realizar seguimientos a las personas afectadas por la contaminación. En forma paralela se envia la primera petición al Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Coquimbo, para la toma de muestras de árboles, plantas y frutas, ante la inquietud del daño para la salud que pueda significar su consumo.


En el Ordinario Nº 117, el Secretario Regional Ministerial de Salud - IV Región, Dr. César Gajardo Varela, al Presidente de la J.V., el 3 de marzo de 1998, señala:


"En respuesta a vuestra presentación por problema ambiental en esa comuna, hechas las consultas a la Dirección del Servicio de Salud Coquimbo nos informó que esta materia esta siendo abordada a través de la CONAMA - IV Región, la que en la actualidad se encuentra en etapa de coordinación con la I. Municipalidad de Andacollo para llevar a cabo un monitoreo que permite verificar la probable contaminación del sector"

Por su parte, en el mes de febrero de 1998, el Servicio Agrícola y Ganadero tomaba muestras de hojas y frutos en el sector de Chepiquilla, entregando resultados parciales 8 meses después. Los análisis fitosanitarios y el análisis parcial de las sales encontradas en las muestras indicaban la "presencia mayoritaria de sulfatos en la superficie de las hojas de manzano, encontrándose una cantidad de 573 mg/m2 de sulfato mediante la técnica de titulación conductivimétrica", se indicaba además la falta de caracterización del resto de las sales y  su cuantificación, los que requerían de algún tiempo debido a problemas de operación del laboratorio de toxicología ambiental. 


Reiteradas solicitudes de entrega de los resultados toxicológicos faltantes y la petición de realizar en el área estudios de calidad de los suelos, eran enviadas a la Institución por la comunidad sin encontrar respuesta alguna, más tarde se realizarían visitas a las dependencias del Servicio.


A pesar de no contar todavía con antecedentes técnicos otorgados por institución alguna, la J.V., invita a una reunión en la sede social de Chepiquilla el 4 de junio de 1998, para seguir tratando de conseguir soluciones y apoyo a sus gestiones. Tal invitación fue cursada a diversas entidades del Estado y a la Empresa 
. Luego que la CONAMA suspendiera su asistencia a la reunión
 ésta es realizada sin contar con la mayoría de las autoridades invitadas el día 8 de junio de 1998.


Dicha reunión se gesta en un clima lleno de agresión e intimidaciones por parte de la autoridad ambiental (CONAMA) y de los representantes de la Municipalidad de Andacollo a los integrantes de la directiva de la J.V.. El emprender acciones judiciales en contra de los vecinos, detenciones etc. son algunas de las amenazas en contra de la comunidad, quienes sin embargo insisten en demostrar mediante hechos la contaminación ambiental de que son víctimas


"las emanaciones de ácido sulfúrico caen en forma de lluvia ácida, afectando techumbres, huertos, aguas de norias y principalmente la salud de las personas, ya que el aire que se respira contiene estas sustancias que están produciendo enfermedades tales como: asma, sinusitis, conjuntivitis, y el temor que a largo plazo se presenten algunos tipos de cáncer". 


Se pide como medida de solución por parte de la comunidad que:

"las  pilas  de  lixiviación  sean  trasladadas  hacia  otro  lugar", 

reiterando que tal petición ya fue solicitada a CONAMA y a los Servicios de Salud
. Sin embargo, y como parte de las gestiones de la autoridad ambiental, se ponen en duda tales aseveraciones y se comienzan a dilatar posibles acciones por parte de ésta tendientes a dar una salida ágil a los problemas de contaminación de los pobladores de Chepiquilla. Se reconoce ante los hechos "que es responsable como autoridad ambiental, de comprobar la veracidad de las denuncias, en la medida que éstas sean fundadas, respecto de posibles incumplimientos de resoluciones ambientales del COREMA"
.

El 26 de junio de 1998 es remitida una carta al Intendente Regional de Coquimbo, en su calidad de Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente, denunciando la grave situación de contaminación ambiental que sufre la población producto de la operación del proyecto minero Carmen de Andacollo, reiterándose nuevamente el 5 de noviembre de 1998, sin encontrar - ninguna de las dos -, ni reacción, ni contestación por parte de éste. En ella se solicitaba en forma expresa:


1.- Revocar el Permiso de Autorización Ambiental del referido proyecto, conforme lo establecido en las disposiciones pertinentes de la Ley Nº 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente.


2.- y, de acuerdo a la misma ley, oficiar al Consejo de Defensa del Estado para efectos de la interposición de la correspondiente acción por daño ambiental. 


Por su parte, CONAMA enviaba las conclusiones y acuerdos adoptados por el Comité Técnico de COREMA Región de Coquimbo
, al Intendente en su calidad de Presidente del COREMA, para su conocimiento y fines que estimase pertinentes.


En visita inspectiva el 17 de julio de 1998, funcionarios de CONAMA
 constataban nuevas irregularidades en la Cía. Carmen de Andacollo las que formaban parte de los compromisos adquiridos por ésta, establecidos en la Resolución Exenta Nº 73, se daba cuenta de la no existencia de una barrera cortaviento en el borde noreste de las pilas de lixiviación en operación. CONAMA sólo se remite a informar a la compañía de esta falta estableciendo plazos para su instalación. La compañía, en respuesta
  al Director de la CONAMA - IV Región, Pedro Sanhueza, instala la "barrera cortaviento" (simples mallas) y cambia en la primera pila el sistema de aspersores por sistema de goteo que, sin embargo no consigue disminuir las emisiones de aerosoles ácidos, persistiendo de este modo los problemas de contaminación asociados a la calidad del aire.


Las primeras reacciones comenzaban a la par con el cambio de directiva de la Junta de Vecinos Nº 12 de Chepiquilla encabezada por mujeres: María Araya y Mirta Vicentelo, presidenta y secretaria,  respectivamente. 


La ejecución de un programa de un año en que se monitorearían los aerosoles ácidos en el aire en el sector de Chepiquilla era la propuesta de la compañía, actividad que venía a complementar los compromisos adquiridos con la autoridad ambiental y que permitiría - a su juicio -conocer en mejor forma la situación ambiental en el área monitoreada
.


Por su parte, el director de CONAMA, Pedro Sanhueza, transmitía nuevamente información al Intendente y presidente de COREMA sobre el conflicto que se estaba suscitando entre la comunidad de Chepiquilla y la empresa minera. Este, por su parte, realizaba la misma acción - es decir, remitía-
 hacia la J.V. la carta conocida como el Ord. Nº0690, de fecha 16 de noviembre de 1998, que junto con minimizar la importancia de la situación, no daba respuestas a las solicitudes expresamente demandadas el pasado 26 de junio, por la comunidad.


En ella se informa, de "problemas ambientales en el sector de Chepiquilla, debido aparentemente a la emisión de aerosoles ácidos producto del riego de pilas de lixiviación del proyecto". CONAMA - Región de Coquimbo notificaba al Intendente de los dos proyectos para enfrentar tal situación; uno, la gestión a nivel central de la factibilidad de ejecutar un programa de monitoreo de aerosoles ácidos con el propósito de corroborar los resultados de los estudios que realiza la Cía y dos, la puesta en marcha del estudio "Antecedentes para evaluar la contaminación atmosférica en zonas con aportes naturales y antropogénicas: caso Andacollo", que era adjudicado por la consultora GEOTECNICA, empresa que anteriormente había realizado el estudio de Impacto Ambiental del proyecto "Andacollo Cobre".


Además se remitía el oficio, Nº 1A/1555, de fecha 11 de agosto de 1998, del director del Servicio de Salud - Coquimbo, quien informaba sobre los resultados físico-químicos de muestras de agua de pozo.

LA ACUSACIÓN


Ante la negativa de la autoridad de dar respuestas a las solicitudes de los vecinos de Chepiquilla, la directiva con apoyo de su asesor legal (de OLCA) Luis Mariano Rendón, presentaban el 7 de enero de 1999 ante Contraloría General de Coquimbo, una denuncia formal en contra del Intendente, Renán Fuentealba. 


El objetivo principal era, "...exigir al Intendente a través del Contralor, respuesta a las reiteradas cartas hechas llegar denunciando el problema ambiental y exigiendo la revocación del permiso ambiental a la empresa Minera Carmen de Andacollo"
.


En acto seguido y haciendo uso de la ley 19.300, de Bases del Medio Ambiente, artículo 53 (Anexo II), que señala "Producido daño ambiental, se concede acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado..." se requería de la Municipalidad de  Andacollo, la interposición de una acción por daño ambiental en contra de Minera Carmen de Andacollo. Se adjuntaba toda la información recopilada hasta ese momento por la J.V.. Transcurridos cerca de 25 días de la solicitud de interposición de demanda en contra de la Cía., la Municipalidad daba por recibida tal solicitud
 insistiendo en que esta organización comunitaria debería recabar la información pertinente emanada de los organismos técnicos (CONAMA, COREMA).


Las acciones emprendidas por la directiva de la J.V., estuvieron acompañadas por la concurrencia de distintos medios de comunicación que dieron amplia cobertura a las denuncias de los vecinos y a la acción realizada en dependencias de Contraloría.


La respuesta de la autoridad afectada por  las declaraciones públicas de los vecinos, no se dejó esperar, respondiendo al día siguiente de la denuncia hecha en Contraloría con una agilidad que no se observaba en la búsqueda de soluciones a los problemas ambientales de la zona. El Intendente reaccionaba declarando:


"... las denuncias oficializadas ante la contraloría por los vecinos de Chepiquilla, carecen de base y es de una "falsedad absoluta" ... "hay una preocupación permanente, por ejemplo, de la Comisión Regional del Medio Ambiente que está estudiando el problema para darle solución. Por lo tanto lo que  ellos exponen es falso". Ante la interrogante si era efectivo que en las respuestas dadas por él, no se acoge la petición de revocar la autorización ambiental de las faenas mineras, señala, "Iban con todas las respuestas que dio la Comisión del Medio Ambiente y que era un informe de carácter técnico sobre los cuales tenemos que basarnos, ya que no soy técnico" 


El director de CONAMA Pedro Sanhueza, ante las acusaciones en contra del Intendente, comunicaba a la opinión pública las acciones que esta entidad se encontraba ejecutando
 y reiteraba la ejecución de un estudio orientado a evaluar la contaminación atmosférica, el que tendría un costo de $ 32 millones y, en forma paralela, la ejecución de un monitoreo financiado también por CONAMA que sería ejecutado por el Centro Nacional del Medio Ambiente, dependiente de la Universidad de Chile. En sus declaraciones concluía:


"por parte de las autoridades ha habido pleno interés en establecer la real situación ambiental de Chepiquilla. Si los estudios y programas de monitoreo entregan antecedentes que ameritasen la ejecución de fiscalizaciones, CONAMA otorgará pleno respaldo a los servicios responsables de ejecutar tales medidas"


Ante las afirmaciones arrogantes de parte del Intendente, la J.V. emite un nuevo comunicado el día 12 de enero de 1999, haciendo hincapié en cada uno de los aspecto en que la autoridad incurrió en falta, quedando de manifestada en forma explícita que "ninguna de las peticiones fue nunca respondida, ni por el Sr. Intendente, ni tampoco por ningún funcionario", sin embargo lo principal se centraba al reiterar el llamado:


 "...al Intendente, para que con la seriedad que la situación merece, haga sus descargos en Contraloría, pero más allá de eso, adopte las decisiones que permitan que esta comunidad de gente sencilla... pueda volver a vivir en un medio ambiente sin contaminación. El señor Intendente debe recordar que él, personalmente, firmó la resolución que autorizó a Minera Carmen a funcionar, resolución que, como hemos acreditado, ha resultado en un grave daño para nosotros y un gran ahorro para la empresa."


Sin embargo, el desenlace de las denuncias hechas ante la Contraloría Regional respecto del incumplimiento de funciones por parte del Intendente, no encontraría acogida de parte de ésta. A partir del estudio realizado con los antecedentes recopilados en la Intendencia Regional y en las Oficinas de la CONAMA - IV Región, se concluía que "no ha existido negligencia de parte de la Autoridad Regional".


Coincidiendo con las declaraciones realizadas a la prensa  por parte de la J.V., ese mismo día - 12 de enero de 1999 - Pedro Sanhueza, director regional de CONAMA y secretario del COREMA, notificaba a la directiva de la Junta de Vecinos de Nº 12 de Chepiquilla de la resolución acordada en la sesión de la COREMA, respecto de la solicitud de revocación de la autorización ambiental, otorgada el 13 de julio de 1995 a la Compañía Minera Carmen de Andacollo, manifestando: 


"sólo cuando esté finalizada la fase de estudio actualmente en ejecución, CONAMA podrá entregar antecedentes técnicos a COREMA, para que este órgano sesione y tome una decisión sobre la materia solicitada. Por lo anterior, no es posible en este momento dar una respuesta final a la solicitud presentada. En relación a la solicitud de oficiar al Consejo de Defensa del Estado a fin de que ejercite acciones por daño ambiental, no procede en esta etapa dicha acción ya que es necesario primeramente constatar la existencia de infracciones."


Los días 14 y 15 de enero de 1999 la J.V. extendía sus acciones realizando visitas a las dependencias de distintas autoridades regionales, entre ellas destacaban reuniones con el SEREMI de Vivienda y el director del Servicio Agrícola y Ganadero, ambas en pos de exponer la situación angustiante en que se encontraba Chepiquilla


Sin embargo destaca la reunión efectuada el día 14 de enero entre la J.V., la CONAMA, la Municipalidad de Andacollo y ONGs presentes, que generó más de un debate en torno a la discusión de la contaminación atmosférica que sufre la comunidad de Chepiquilla por parte de la Compañía Minera Carmen de Andacollo. 


Uno de estos fue la dirección de los vientos, debido principalmente a que algunos de los técnicos de la CONAMA presentes, al parecer con antecedentes meteorológicos recopilados de los estudios de impacto ambiental del proyecto Andacollo Cobre y Andacollo Oro -éste último de la Empresa Minera Dayton -, señalaban que la dirección predominante de los vientos es NORTE, aseveraciones que fueron rebatidas por la directiva y algunos de los vecinos asistentes que señalaban que es SUR. 


Esta discusión, al parecer de poca trascendencia, tiene importancia a la hora de determinar el grado de contaminación atmosférica de aerosoles ácidos y de material particulado existente en la zona y, por otro lado, la de considerar la participación de la comunidad en el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, esto último producto de los informes elaborados por la empresa CIMM T&S S.A. (CIMM Tecnología y Servicios S.A) en su monitoreo ambiental en la zona, que señalan que los vientos predominantes son SSW (sur-sur-oeste) con un 36,7 % y  S con un 19,5 %  para el mes de octubre de 1998, situación similar a las ocurridas en los meses anteriores. 


Es importante, entonces, subrayar que los resultados entregados por la consultora CIMM vienen a constatar lo indicado por los pobladores del sector de Chepiquilla y deja una interrogante respecto a la información generada por la empresas consultoras que realizaron los Estudios de Impacto Ambiental del área respecto a la caracterización meteorológica.

LA UBICACIÓN DE LAS PILAS


El 15 de enero de 1999, continuando con las acciones tendientes a denunciar los graves acontecimientos relacionados con la contaminación ambiental generada por la Cía., vecinos de Chepiquilla ponían en antecedentes a la Contraloría , a la Municipalidad de Andacollo y a los medios de comunicación de la detección de irregularidades en la autorización para el funcionamiento de la Cía., acción que venía a reforzar la investigación iniciada en Contraloría el 7 de enero de 1999. 


En el informe, elaborado con asesoría de profesionales del Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales, indicaba que de acuerdo al Plano Regulador vigente en la comuna de Andacollo, aprobado por Resolución Nº2 de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, publicado en el Diario Oficial el día 28 de abril de 1993, se detectaba: 


"la empresa minera Carmen de Andacollo se encuentra emplazada dentro del límite urbano sobre una zona clasificada como ZE3 en la que los usos permitidos son vivienda y equipamiento de escala comunal y vecinal, lugar donde la Cía. ha instalado sus pilas de lixiviación".


A lo anterior se agrega que la construcción de las pilas dentro de esta área modifica el trazado del camino a Chepiquilla en ese sector. Ambas acciones contravienen la Ordenanza Local del Plano Regulador de Andacollo. La directiva declaraba a la prensa a raíz de tal situación, lo siguiente:


"pese a la claridad de las disposiciones citadas, es justamente en esos terrenos donde se encuentra operando... sus pilas de lixiviación,... Lo grave es que a poco más de cien metros, nos encontramos las familias... con el consiguiente daño a la salud humana, a nuestros cultivos y a los materiales con que hemos construido nuestros hogares", añadiendo que "la autorización del proyecto minero ha estado viciada, y quienes tienen que responder por esa responsabilidad son la Municipalidad y la COREMA..."
 


Tendientes a esclarecer los hechos denunciados, la directiva de la J.V., apoya las denuncias emprendidas desarrollando reuniones con autoridades involucradas en el tema territorial. Dichos encuentros se efectuaron entre los días 14 y 15 de enero, y fueron entablados con el Secretario Regional de Vivienda y Urbanismo, y con la Comisión de Ordenamiento Territorial del Consejo Regional de Coquimbo.


Las reuniones tuvieron por objetivo plantear a la autoridad que se ha entregado autorización municipal y ambiental en contravención a la normativa de ordenamiento territorial al proyecto "Andacollo Cobre" e indicar que por iniciativa de Minera Carmen se estaría gestionando la modificación del Plan Regulador vigente en Andacollo. Tal modificación pretendería blanquear la irregular localización del proyecto . 


La J.V. intervino solicitando en el caso del Seremi de Vivienda, " proceder a ejercer las facultades de fiscalización que le competen", contempladas en el art. 23 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, requiriendo - en caso de ser pertinente - al Consejo de Defensa para la iniciación de las acciones judiciales que procedan y que tal modificación sea sometida al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, conforme lo dispuesto en la letra h) del art. 10 de la  ley 19.300 y en la letra h) del art.3 del D.S. Nº 30 del año 1997 del Ministerio de Secretaría General de la Presidencia, Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


En el caso del Consejo Regional, en donde se encontraba la decisión de aprobar tal modificación, (recordando además la participación que le cupo en la irregular aprobación del Estudio de Impacto Ambiental del proyecto a cuatro consejeros regionales, miembros de COREMA de Coquimbo) solicitaron "no aprobar la modificación del Plan Regulador de la Comuna de Andacollo, sin que previamente se efectúe la correspondiente Evaluación de Impacto Ambiental" . Se reconocía el esfuerzo de este organismo regional para obtener estudios de instituciones competentes para poder decidir sobre el tema, indicando que se encuentra asumiendo una carga que le corresponde a otros organismos de Estado.


El 4 de febrero, la SEREMI de Vivienda y Urbanismo ponía en conocimiento por medio de un  informe
 a Contraloría Regional de Coquimbo de los antecedentes que son de su competencia,  indicando que:


"es parecer de esta Secretaría Regional Ministerial que si bien es cierto, efectivamente Minera Carmen de Andacollo se encuentra efectuando operaciones en una zona que de acuerdo al Plan Regulador Comunal, actualmente vigente transgrede los usos de suelo permitidos. Sin perjuicio de que contaba con aprobación municipal y ministerial respectivas y que le permitió medianamente adoptar el riesgo de iniciar las obras pertinente antes de la total finalización de la Modificación en comento". 


La Secretaría Ministerial, dejaba en evidencia el mal emplazamiento de la Cía. y en específico el funcionamiento de las pilas de lixiviación, a pesar de tratar de minimizar la situación de ilegalidad de éstas. 


El 2 de marzo se realizaba una reunión en dependencias de la Intendencia, para tratar el tema de "eventuales daños en la localidad de Chepiquilla y su relación con el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental del proyecto Andacollo Cobre"
, descritos por el Intendente. En la reunión, a la que fue invitada la J.V., se encontraban presentes distintas entidades de gobierno, el Consejo Regional en pleno, como asimismo la Cía. y distintos asesores de ambas partes. 


Los vecinos exponían sus demandas y soluciones al problema de contaminación, del mismo modo lo realizaba la empresa y la autoridad ambiental, sin reconocer esta última ni negligencia, ni irregularidad alguna en como se estaba conduciendo el problema ambiental hasta ese momento. Por su parte, el Intendente -autoridad que convocaba a la reunión - hacia públicos sus descargos en contra las acusaciones vertidas por la comunidad y tomaba conocimiento de lo que para muchos era de conocido a esas alturas. 


En el tema del emplazamiento en contra de las disposiciones territoriales vigentes de la Cía. se requería a la Alcaldesa de Andacollo, encontrando en ella sólo evasivas. La J.V. se retiraba de la reunión sin cambio alguno a su situación, señalando en entrevista a la televisión regional:  "la reunión, ha servido sólo para que la autoridad en su conjunto se tirara la pelota unos contra otros". 


Será la Contraloría quien el 9 de marzo de 1999 dictamine a favor de los Andacollinos, luego de analizar todos los documentos entregados por el SEREMI de Vivienda y la CONAMA, 


"...queda de manifiesto que parte de las pilas de lixiviación... contravienen el uso del suelo permitido, razón por la cual y de conformidad con lo dispuesto en los art. 57 y 58 de la Ley General de Urbanismo y Construcción, la Municipalidad  de Andacollo deberá adoptar las medidas conducentes a regularizar la situación descrita, toda vez que bajo la vigencia del actual Plan Regulador Comunal dicha situación resulta ilegal"


En declaraciones al Diario El Día, la J.V. manifestaba su repudio ante el hecho sancionado por la autoridad contralora indicando:


"La constatación del acto ilegal de las autoridades, no configura aquí solamente una flagrante violación a la ley. Estamos ante un grave caso de indolencia, frente al daño para nuestra salud y la de nuestros hijos, que implica el funcionamiento de pilas de lixiviación regadas con ácido sulfúrico, a poco más de cien metros de nuestras casas. Ninguna autoridad que cumpliese con el elemental deber de proteger a la población, debió jamás haber permitido semejante aberración. No sólo la ley, sino el más básico sentido común, indicaban que algo así no podía ser autorizado. Ignoramos cuáles fueron los poderosos móviles"


Sin embargo, tal resolución junto con sembrar esperanza entre los vecinos de Chepiquilla daba fuerzas para seguir denunciando las arbitrariedades cometidas por  parte de las autoridades administrativas y ambientales. En efecto, en dependencias del Jundep -La Serena-, María Araya y Mirta Vicentelo daban a conocer la resolución que les daba la razón, al tiempo de agregar que la modificación al Plan Regulador Comunal seguía en tramitación en el CORE de Coquimbo, solicitando al Consejo Regional, 


"...que ponga en primer lugar la vida y la salud de las personas y que no autorice esta consagración del atropello. Somos chilenos y tenemos derechos que deben ser respetados"
,


De la misma forma que se acogía de "buena fe" la Resolución, se solicitaba
 al Contralor Regional de Coquimbo que reconsiderara el pronunciamiento, contenido en el Oficio Nº0153, el que absolvía de falta al Intendente. La J.V. con apoyo del asesor legal del Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales fundamentaban la solicitud de reconsideración. Algunos puntos eran:

	1
	Precisar que el oficio Nº690 no da respuesta a lo solicitado.

	2
	No discutimos sobre formalidades administrativas, sino sobre el cumplimiento o no por parte de la primera autoridad regional de deberes sustantivos contemplados en la ley.

	3
	Lo que corresponde es precisar si se dio o no respuesta a lo solicitado por nuestra J.V. en el oficio Nº690 de CONAMA Regional. Contraloría, reconoce implícitamente que no hubo respuesta  sobre los puntos planteados, sin embargo, justifica esta actitud del Intendente Regional.

	4
	En relación a la solicitud de revocación de la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental del Intendente, a nuestro juicio, no tiene asidero... se basa en el argumento, hecho valer por el Director de CONAMA, en el sentido que decidir sobre este punto no es competencia del Intendente, sino de COREMA.

	5
	Sin embargo, nuestra carta de fecha 26 de junio, fue dirigida, precisamente, al Intendente Regional, como Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente    

	6
	En ninguna parte de nuestra comunicación del 26 de junio puede inferirse  que se le solicitaba al Intendente que por sí y ante sí, revocar la aprobación del estudio. En ella se lee, textualmente "que se proceda a revocar la aprobación...". No se dice "Que UD. proceda a revocar..."

	7
	La actitud asumida en la realidad por el Intendente, es sólo la manera más fácil de no comprometerse y dilatar la solución de un problema, actitud que no puede nunca corresponder a un representante directo del Presidente de la Republica

	8
	No es competencia de Contraloría evaluar los informes técnicos del Servicio Agrícola y Ganadero, para decidir si son suficiente o no para acreditar el incumplimiento de las normas y condiciones en virtud de las cuales se aprobó el estudio de impacto ambiental, por el contrario es precisamente tarea que le corresponde a la entidad que el Sr. Intendente representa 

	9
	El Intendente, al momento de recibir las solicitudes de los vecinos de Chepiquilla ya estaba en conocimiento de otros elementos que fundamentaban la contaminación producida por la Cía., como son las sanciones aplicadas por el Servicio de Salud a ésta.

	10
	La decisión de oficiar o no al Consejo de Estado, para interponer la acción por daño ambiental corresponde al Intendente, ni siquiera con necesidad de recurrir a su calidad de Presidente de la COREMA.

	11
	Por otra parte, se tiene la impresión que el oficio de contraloría ha ido más allá en la justificación de la posición del Intendente que lo que este mismo ha estado dispuesto a defender.

	12 
	Se reitera al Sr. Contralor Regional, que la falta cometida por el Intendente, al no contestar peticiones concretas, no puede quedar sin siquiera ser reconocida formalmente.



Tal solicitud no encontró eco ante la autoridad contralora, respondiendo nuevamente "no procede reconsiderar lo señalado... , toda vez que no es dable imputar al Sr. Intendente regional las transgresiones a los deberes estutarios que se indican",
además se señalaba que se cursaba un oficio
 al Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente, a fin de que dicha Comisión, en atención a los antecedentes relacionados con la existencia de sumarios sanitarios y los informes del SAG, se abocara al estudio de la situación existente en el área afectada y se emitiera en consecuencia el pronunciamiento solicitado por la J.V. en carta enviada el 26 de junio de 1998.

LA NOTICIA

La esperanza puesta por los vecinos en torno a la resolución de Contraloría basada en el mal emplazamiento de la Cía. y las solicitudes hechas al Consejo Regional se desvanecían al publicarse
, el 7 de abril de 1999, la noticia que se aprobaba la Modificación al Plan Regulador Comunal de Andacollo, a través de la Resolución Nº 33 del Gobierno Regional .


"En sesión del Consejo Regional celebrada ayer en la Intendencia, fue aprobada la modificación del Plano Regulador..., con lo cual se permite la instalación de la mina Carmen en un área cercana al límite urbano,  que había sido desautorizada por un dictamen de contraloría general ,emitido la semana pasada"


La noticia, sin embargo, provocaba indignación entre los vecinos, la presidenta de la J.V María Araya, manifestaba que a instancias del Intendente, el CORE aprobaba por 10 votos contra cinco tal modificación que permitía legitimar el funcionamiento de las pilas de lixiviación, agregaba que "...la complicidad del Intendente con la empresa que tanto daño nos ha causado, es vergonzosa"
, por su parte, la secretaria de la organización vecinal, Mirta Vicentelo, señalaba "...nos damos perfectamente cuenta que se trató de un show destinado a legitimar el atropello de la empresa canadiense y que nunca existió de parte del Intendente la voluntad real de tomar en consideración el sufrimiento de los habitantes de Chepiquilla"


Durante la discusión algunos consejeros solicitaron al Intendente la postergación de tal dictamen hasta que se tuviera el informe que la CONAMA debía entregar. La petición era negada por éste, quien mostró la firme disposición de cerrar el asunto y no extenderlo más.


El consejero regional Miguel Angel Rebolledo, ratificaba las declaraciones hechas por la directiva de la J.V. afirmando "la verdad es que yo no entiendo mucho la actitud del Intendente; el cerró el debate cuando faltaba mucho que discutir todavía... hay problemas políticos que cruzan esta votación ; uno es la dificultad en la que se encuentra la Alcaldesa de Andacollo, que llevó a toda la derecha a votar en bloque... como un acto de protección hacia ella... mientras que todos los demócrata cristianos siguieron a su Intendente."


Declaraciones realizadas por distintos partidos políticos de la zona resumían la situación y entregaban su rechazo o aprobación a la decisión del Consejo Regional, además de entregar nueva información relacionada con la modificación al Plan Regulador Comunal de Andacollo.


Esta nueva información era entregada por el Partido Socialista a través de los dirigentes Jorge Espinosa y Rosa Carvajal, ella se centraba principalmente en el financiamiento del estudio del Plano Regulador de Andacollo,  que habría sido cancelado por la propia compañía Minera Carmen de Andacollo. Tal revelación, calificada de extrema gravedad era acompañada de los siguientes puntos:

	1
	Es altamente inconveniente para los intereses de la comunidad de Andacollo y para el prestigio de la función pública que el estudio,  contraviniendo la Ley, haya sido financiado por  la empresa minera  interesada.

	2
	De igual manera atenta contra los vecinos y el prestigio de la función pública que se permita el financiamiento de una industria contaminante mal emplazada, por parte de la institución que debería velar por su protección, cual es la institución edilicia.

	3
	No es efectivo que esta situación ponga en peligro las actividades de la minera y traiga consigo paralización y  desempleo. Sólo afecta  a una parte mínima de  las llamadas pilas de lixiviación y puede ser  superada con un poco de voluntad de la empresa.

	4
	Pensamos que la decisión de los consejeros que aprobaron el estudio es un profundo error y no tuvieron consideración por los intereses de la comunidad, por la ley vigente y por su propia dignidad del cargo

	5
	Consideramos que son evidentes los vacíos en la aplicación de la Ley 19.300 y su reglamento, que atenta contra la propia.



Esta arbitrariedad se resumía en la afirmación expresada por la secretaría de la J.V.



"Pensamos que los tribunales deben revertir este procedimiento que ha estado plagado de irregularidades desde un comienzo. Pero fundamentalmente vamos a iniciar un proceso de movilización que permita denunciar con fuerza estos abusos. Desarrollaremos las gestiones para denunciar estos hechos también en Canadá, por que estamos seguros que estas aberraciones no podrían cometerlas en su propio país. Lo hacen aquí, por que en Chile no existen autoridades que defiendan a sus habitantes, sino que se dedican prioritariamente a sacrificar el medio ambiente y la salud de los chilenos para llenar bolsillos de empresas transnacionales."


Consecuente con este carácter, dos son las acciones legales que realiza la J.V : el 14 de abril del 1999 solicita a la Contraloría General de la República, la destitución de la Alcaldesa de Andacollo y de  funcionarios municipales por su ineficiente participación en el caso; y  el 4 de mayo de 1999 pide a Contraloría Regional de Coquimbo que rechace la resolución del Intendente Fuentealba quien aprobara la modificación del Plan Regulador de Andacollo favoreciendo en forma descarada a la Cía Minera Carmen de Andacollo, que funcionaba hasta ese momento en forma ilegal.


"La comunidad ha llegado al convencimiento de que en la tramitación de dicho instrumento de ordenamiento territorial se ha cometido un verdadero fraude a la ley".


Tal solicitud a Contraloría estaba sustentada en las siguientes irregularidades detectadas en su procedimiento, las que también eran denunciadas por los medios de comunicación  a la opinión pública, ellas son:

	1
	Violación de las normas de publicidad para la participación ciudadana, ya que las publicaciones fueron realizadas dentro de una misma semana en contra de lo establecido en el articulo 2.1.7. de la  Ordenanza General de la Ley de Urbanismo
  .

	2
	La falta de sometimiento de la modificación del Plano Regulador al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental
, instrumento destinado a prevenir el daño sobre el medio ambiente lo cual se ajusta a la situación de contaminación que sufre Andacollo

	3
	La falta de fundamentos técnicos para el establecimiento de franja de protección, que establece la modificación del plan, no existiendo ningún análisis serio de situaciones de riesgo y características ambientales consideradas que respaldaran esta fijación arbitraria.

	4
	Eventuales ilegalidades en el pago de los estudios de la modificación del Plan Regulador, la cual no se ha podido confirmar hasta el momento dada la falta de acceso a la documentación edilicia. Estos estudios habrían sido pagados por Minera Carmen y no por el Municipio.



La presentación de esta solicitud fue acompañada de una movilización en las puertas de la Intendencia Regional con la presencia de unas 30 personas, todas ellas de la localidad, exigiendo soluciones a la contaminación ambiental y manifestando su derecho a defender la vida y la salud de las familias de Chepiquilla, para lo cual seguirán recurriendo a todos los instrumentos legales y de acción ciudadana de que disponen.


"Hoy hemos podido pararnos de igual a igual en el terreno técnico y detectar las irregularidades y atropellos cometidos por la autoridad y la empresa, sin embargo tenemos confianza en que Contraloría acogerá nuestras justas demandas".

LA CONFIANZA: UNA PUERTA ABIERTA 


La confianza depositada en la resolución de Contraloría a la petición de rechazo de la aprobación de la modificación del Plan Regulador Comunal de Andacollo, solicitada por la J.V. no fue en vano, porque la respuesta no se hizo esperar. El día 6 de mayo Contraloría resolvía devolver al Gobierno Regional de la IV Región de Coquimbo "sin tramitar la resolución Nº33 de 1999 y atendía la presentación de la Junta de Vecinos Nº12 de Chepiquilla".


Tal resolución se fundamentaba principalmente en el incumplimiento de las publicaciones a que deben someterse los Planes Reguladores Comunales y sus modificaciones planteadas por la Ley General de Urbanismo y Construcciones  que, en el caso de la comuna de Andacollo fueron efectuadas incorrectamente vulnerando así la norma de procedimiento indicada por la ley . Las publicaciones no fueron efectuadas antes de la exhibición al público de las modificaciones al plan, sino siete días después de su inicio. Además el lapso de exposición fue de sólo quince días
. Asimismo se indicaba que las publicaciones fueron efectuadas en una misma semana.


De esta forma se encontraba "viciado el procedimiento de modificación del Plan Regulador Comunal de Andacollo desde su inicio, debiendo retrotraerse el procedimiento hasta ese origen, para darse cumplimiento a la normativa vigente a la fecha en que se realicen las publicaciones pertinentes "


La invalidación a tal modificación traía consigo la resolución de someter la modificación del Plan Regulador de Andacollo al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, elemento importante cuando se trata de determinar la magnitud del daño ambiental que causa la localización cercana de la pilas de lixiviación a la comunidad.


Como era de esperar, la resolución de Contraloría a favor de los habitantes de Chepiquilla causó distintas reacciones entre las partes involucradas. La J.V. manifestaba que:


"Tal rechazo trae consigo una serie de determinaciones, entre las cuales destaca la ilegalidad en que han estado funcionando las pilas de lixiviación durante 3 años causando daños en la salud de la población, sobre todo de los niños y los ancianos.... la decisión de la Contraloría constituye una severa derrota para el Intendente Renán Fuentealba, ya que el se empleó a favor de los intereses económicos de la empresa canadiense, olvidando su principal deber de defender la vida y salud de los habitantes de la zona "

y que hoy:


"...corresponde que Minera Carmen de Andacollo traslade de inmediato las pilas de lixiviación que han estado funcionando ilegalmente. La empresa debe realizar las inversiones necesarias para que su actividad sea compatible con la preservación de la vida y la salud de los habitantes de Andacollo"


El departamento de Relaciones Públicas del Gobierno Regional respondía a las acusaciones de la J.V., señalando que:


"...el Intendente ha expresado que no ha cometido ilegalidad alguna al dictar la resolución Nº33 que promulga la modificación del Plan Regulador de Andacollo ... las eventuales informalidades en el procedimiento representadas por la Contraloría Regional habrían tenido lugar en etapas previas a aquella en que por ley le corresponde conocer el CORE ... la asesoría (de la J.V.) ni siquiera les ha permitido advertir la gravedad de su accionar que incluso llega a convertirlas en responsables frente a eventuales acciones legales que pudieran ejercerse en su contra, ánimo que por ahora no está presente en la autoridad"


Continuando con el accionar que caracteriza a la J.V. la siguiente tarea fue enviar a la Alcaldesa de Andacollo una carta exigiendo que se adoptasen las medidas legales para dar término al funcionamiento ilegal en que se encuentran las pilas de lixiviación de la Mina Carmen de Andacollo, conforme a la situación legal planteada en el oficio Nº 0655 de 9 de marzo de 1999 y oficio Nº 1313 de 25 de mayo de 1999, ambas emitidas por Contraloría General de República - IV Región, en la cual "procede que se ponga fin sin más dilación al atropello que ha venido sufriendo la comunidad de Chepiquilla."


La Alcaldesa de Andacollo daba respuesta a esta solicitud, planteando que "se debe esperar un pronunciamiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y del Servicio Nacional de Salud (Depto. de Higiene Ambiental) de acuerdo al Art. Nº62 de la Ley General de Urbanismo y Construcción sobre el emplazamiento de las pilas de lixiviación para actuar en consecuencia," además, "la Intendencia y el Ministerio de Vivienda deben recepcionar la devolución del Plan Regulador de la Comuna de Andacollo, esperar las instancias de apelación de los sectores involucrados y finalmente este Municipio, una vez recibido oficialmente el documento en referencia, tomará las medidas correspondientes"


La polémica en torno a la decisión de Contraloría no terminaba con las declaraciones del Intendente, ahora era el Consejo Regional quien opinaba sobre tal dictamen. En acuerdo del Consejo por nueve votos contra cinco se pronunciaba sobre la necesidad de apelar al nivel central de Contraloría General de la República.


El consejero del Partido por la Democracia, Miguel Rebolledo,  expresaba en cambio su conformidad con el informe de la entidad regional de control, "estimando que la Contraloría acogió literalmente lo que la ley señala en cuanto a los plazos para la publicidad... y se ha desvirtuado el alcance de la norma del legislador, por lo que el procedimiento estaría viciado"


Algunos consejeros como Pedro Santander (Renovación Nacional) apoyaron al  Intendente y presidente del Consejo, rechazando el dictamen contralor, indicando que "éste se basaba en un argumento malo, en donde el contralor se excedió en sus atribuciones y con ello está afectando el desarrollo de la comuna"


Casi en forma paralela se daba a conocer a la opinión pública y a las distintas partes involucradas en el conflicto de Chepiquilla, los resultados del estudio encargado por CONAMA - IV Región al Centro Nacional del Medio Ambiente (CENMA) en donde se abordaba el diseño y ejecución de un monitoreo exploratorio de aerosoles ácidos, sulfatos y dióxido de azufre en la localidad de Chepiquilla
.


El director regional de CONAMA indicaba con respecto al estudio que el informe elaborado por CENMA "no detectó la presencia de aerosoles ácidos en el aire de Chepiquilla", sin embargo dicho estudio, de acuerdo a la propia entidad que lo realizó, no permite tener una visión representativa de la realidad ambiental de Chepiquilla. señalando textualmente que:


"...bajo condiciones de incremento significativo de la humedad y de vientos dirigidos predominantemente hacia la localidad de Chepiquilla podrían obtenerse resultados distintos... dado el carácter exploratorio de las mediciones realizadas por el CENMA,  se recomendó realizar mediciones adicionales en circunstancias más representativas de otros escenarios y concertando los procedimientos".


De este modo la J.V. indicaba "que pese a lo precario de los resultados del informe de CENMA, las autoridades regionales se han apresurado en darlos a conocer haciéndolos aparecer como concluyentes. Esto demuestra una clara voluntad de no asumir adecuadamente su labor de defender la salud de los habitantes de esta comunidad. Más bien parecen mostrar una intencionalidad dirigida a descalificar apresuradamente nuestras demandas, basándose en cualquier elemento, por débil que este sea"
. 


Con todos estos elementos el conflicto de Chepiquilla pareciera tener una puerta abierta hacia una pronta solución, sin embargo las dilaciones y falta de voluntad que han caracterizado a las autoridades hacen pensar en un tiempo más prolongado, pero la confianza depositada principalmente en las entidades contraloras es lo que motiva a Chepiquilla,  encabezada esta por la directiva de la Junta de Vecinos, a seguir luchando por la salud y la vida de todos sus habitantes, como lo han realizado hasta la fecha.


Los hechos demuestran que la falta de voluntad política de la autoridad local y regional, la dilación de las autoridades ambientales y la actitud indiferente de parte de la empresa, la que a su vez es respaldada por éstas,  constituyen a la fecha el distintivo de este conflicto ambiental.


Llama la atención que las tareas emprendidas por la autoridad ambiental estén enfocadas siempre a determinar "la existencia o no" de la contaminación ambiental denunciada por los vecinos y no en ejercer una adecuada fiscalización, contando aquella con antecedentes que acreditaban la ocurrencia de eventos gravísimos y suficientes para haber actuado.


Las primeras evasivas de la autoridad estuvieron centradas en señalar que la Cía ingresó al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en forma voluntaria, y que por lo tanto, esto era una demostración de buena fe en su manera de proceder. Pero en los hechos actúa contra la comunidad,  que desde los inicios de la contaminación denuncia los problemas  ambientales que la afectan, problemas que por cierto son originados por esta Cía. Hoy esas evasivas van más allá llegando al punto de ir en contra el dictamen  de Contraloría.


Sin embargo, y pese a las descalificaciones y amedrentamientos que sufrieron los vecinos de Chepiquilla al momento de hacer públicas sus demandas, hoy existen elementos concretos que demuestran que tales planteamientos eran los correctos, avalados ahora por Contraloría Regional de Coquimbo, y el Servicio de Salud - IV Región.


La posibilidad de recurrir a instancias judiciales como recursos de protección o a denuncias en el extranjero – en este caso ante Canadá - representan un hito en la adquisición de un rol más activo por parte de la comunidad en el desarrollo del conflicto y, por lo tanto, nuevas expectativas para el futuro de Chepiquilla 

ANEXO I

INSTRUMENTOS CLAVES PARA LA INVERSION EXTRANJERA

EL DL 600


Promulgado en 1974, está basado en tres principios: trato no discriminatorio a los inversionistas extranjeros en comparación con sus pares nacionales salvo en la obtención de créditos en entidades chilenas, libre acceso a todos los sectores de la economía y la intervención mínima de las autoridades en las actividades del inversionista.


El estatuto ha sido enmendado varias veces desde 1974, y la modificación más reciente fue hecha a través de la Ley 19.207 (marzo de 1993) para mejorar la eficiencia hacia los inversionistas.


El  DL 600 otorga los siguientes derechos a los inversionistas extranjeros: repatriar utilidades sin límite de tiempo, esto no se puede realizar antes de un año después de que el dinero haya ingresado al país; el inversionista puede decidir los términos y la moneda que desea comprar para la repatriación, puede optar a un régimen tributario invariable con una tasa de 42 por ciento por 10 años y hasta 20 años, en caso de grandes proyectos. Además está exento de pagar el impuestos al valor agregado por la importación de maquinaria y equipos no producidos en Chile e incluidos en la lista del Ministerio de Economía.

LEY MINERA DE 1982 


La Constitución Política de 1980 establece que el Estado de Chile es el dueño exclusivo y absoluto de los yacimientos mineros, lo que ratifica el concepto expresado en la Ley 17.450 de 1971 de  nacionalización de las minas de cobre. Por otra parte la Ley Minera (Ley 18.097 publicada en el Diario Oficial el 21 de enero de 1982) tiene categoría constitucional, es decir, requiere de tres quintos del Parlamento para ser modificada. 


Esta Ley establece que el Estado puede otorgar un permiso concesión de exploración o explotación a un individuo o compañía. Estas concesiones son otorgadas por los Tribunales de Justicia y dan derecho al poseedor del permiso a apropiarse de todos los minerales o sustancias permitidas dentro de los límites de la propiedad minera. La concesión de exploración vence después de cuatro años, mientas que la concesión de explotación es indefinida siempre que se pague una patente minera anual. Establece además que en caso que el Estado expropie la propiedad, la indemnización se calcularía sobre la base del valor presente neto de los flujos de caja futuros estimados a precios de mercado probables. Este procedimiento para estimar el valor de la indemnización es claramente diferente de lo que se estableció en la ley de nacionalización de 1971, en que las utilidades excesivas obtenidas por las compañías expropiadas antes de dicho año fueron restadas de la indemnización total que el Estado pagó a las compañías.


Por consiguiente, la Ley Minera de 1982 pavimentó el camino para la inversión extranjera otorgando las siguientes garantías a los inversionistas extranjeros: invalidar en la práctica la cláusula constitucional (Constitución Política de 1980) que establece que todas las minas son propiedad del Estado de Chile (Gana, 1988), asegurando a las compañías mineras extranjeras la propiedad de la mina y que no ocurrirían acontecimientos tales como nuevas nacionalizaciones; un criterio de indemnización claro en caso de expropiaciones futuras: la libertad de las compañías para tomar decisiones relacionadas con el desarrollo de la mina y otras actividades comerciales. El estatuto que hizo posible la aplicación de la Ley Minera fue el Código de Minería en diciembre de 1983.


En 1995, y por primera vez desde la nacionalización del cobre en 1971, las compañías mineras privadas, incluidas las extranjeras comenzaron a producir más que CODELCO. Sin embargo, los ingresos reales por concepto de impuestos de las compañías mineras privadas extranjeras se estiman en alrededor de la décima parte del aporte de CODELCO de ese año de US$1.700 millones (Diario El Mercurio, agosto de 1996).

Extracto: "Desarrollo de Políticas Mineras Nacionales en Chile 1974-96". Gustavo Lagos. Revista Minerales Vol. 52 Nº221 enero / febrero /marzo 1998.

ANEXO II
Extracto del documento presentado a la I. Municipalidad de Andacollo, el 7 de enero de 1999,  por la Junta de Vecinos Nº 12 de Chepiquilla.


Según el inciso 1º del artículo 54 de la ley  (Nº 19.300, de Bases del Medio Ambiente), son titulares de esta acción por daño ambiental las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que hayan sufrido directamente el daño, las Municipalidades y el Estado, representado por el Consejo de Defensa del Estado.


La ley, en el inciso 2º del citado artículo, contempla también la posibilidad de que cualquier persona pueda requerir directamente "... a la Municipalidad en cuyo ámbito se desarrollen las actividades que causen daño al medio ambiente para que ésta, en su representación y sobre los antecedentes que el requeriente deberá proporcionarle, deduzca la respectiva acción ambiental. La Municipalidad demandará en el término de 45 días, y si resolviere no hacerlo, emitirá dentro de igual plazo una resolución fundada que se notificará al requeriente por carta certificada. La falta de pronunciamiento de la Municipalidad en el término indicado la hará solidariamente responsable de los perjuicios que el hecho denunciado ocasionare al afectado".

� Dore, Elizabeth. "Una interpretación socio-económica de la historia minera latinoamericana". Ecología Política Nº 49





� Palabra derivada del quechua y cuyo significado etimológico varía según el autor, para algunos es "reina-metal" y para otros "cerro de cobre" 





� Existe en la actualidad un Santuario instalado en el centro de la ciudad, formado por el templo antiguo y el templo nuevo o basílica, además del convento, sacristía y museo, todos enfrentando la plaza principal.





� "Tortas de relave" o "depósito de material estéril" producto de las faenas mineras que allí existieron.





� "...el sector de la pequeña minería artesanal se ha constituido históricamente en un demandante activo de asistencia estatal...". "Perfil ambiental de la zona semi desértica de la IV región". CODEFF, 1993.





� Berríos, Jorge. "La variable ambiental en la inversión minera transnacional. El caso del cobre en Chile". 1997.





� Green, Jorge. "Procesos mineros e impactos ambientales en Chile". O.L.C.A. 1997.


� Cartilla Educativa: "Impactos ambientales de la minería metálica en Chile". O.L.C.A.  Septiembre 1997


� Berríos. 1997, pág 7, ya citado.


� Ley del mineral, es el contenido metálico o contenido de una mena (mena: es cualquier masa de roca, minerales o metales que pueden ser recuperados económicamente) expresada en porcentaje, gramos por tonelada, etc., por ejemplo: 10 por ciento de cobre quiere decir que en 100 partes del mineral hay 10 partes de cobre metálico. Alonso, Ricardo. "Diccionario Minero". Madrid. España. Pág.134-135





� Porcentaje mínimo de mineral contenido en una mena aceptable para su explotación o procesamiento.


� Se licitan las pertenencias mineras, además de los terrenos superficiales, estudios de recursos de agua y geológicos.


� Boletín Minero Nº 1076. Sernageomin. Pág. 267.


� Corresponde a las horadaciones hechas en la tierra en que se realizará la explotación del mineral.


� Boletín Minero Nº 1076. Sernageomin. Pág. 267.


� Aur Ressources. Informe Anual 1997.


� "Es la norma jurídica alrededor de la cual se estructura nuestro ordenamiento jurídico ambiental. En ella se contemplan las instituciones centrales del sistema y es por ello que, para el sector minero, como para todo sector, sus normas son relevantes de una u otra forma". Verdugo Ramírez, Ignacio. O.L.C.A. 1998


� El Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental es aprobado por D.S. Nº 30/97 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y publicado en el Diario Oficial el 03.04.1997.


� "Andacollo - Cobre: La Tercera es la Vencida". Revista "En Terreno". Julio de 1996.


� "La variable ambiental en la inversión minera transnacional. El caso del cobre en Chile". LC/R.1719. CEPAL.19 de mayo de 1997.


� Diario El Día. 12 de abril de 1999. La Serena, IV Región.


� Carta-solicitud, enviada al Departamento de Sanidad del Hospital de Andacollo. Abril, 1997. 


� Certificado, Hospital de Andacollo. Servicio de Salud Coquimbo - IV Región. 5 de septiembre de 1997.


� Ver. Resolución Exenta Nº 734, Ministerio de Salud. Servicio de Salud Coquimbo - IV Región. División del Ambiente y Salud Ocupacional. La Serena, 10 de marzo de 1997.


� Ver. Resolución Exenta Nº 734, 1997, ya citada.


� Ver, Resolución Exenta Nº 3960, Ministerio de Salud. Servicio de Salud Coquimbo - IV Región. División del Ambiente y Salud Ocupacional. La Serena, 12 de diciembre de 1997.


� Ord. Nº14 I. Municipalidad de Andacollo. 19 de enero de 1998.


� Periódico "La Semana". Coquimbo del 23 al 29 de 1998. Pág 15.


� CONAMA, Cía Minera Carmen de Andacollo, Alcaldesa y Concejales de la Municipalidad de Andacollo, Depto. Sanidad del Hospital de Andacollo, Gobernador Provincial del Elqui, SEREMI de Salud y Minería, SAG, Sernageomin, medios de comunicación: Local, regional y nacional. 


� Ord. Nº349. CONAMA. La Serena. 2 de junio de 1998.


� Cartas enviadas a estos servicios, el 30 de enero de 1998, el 24 de marzo de 1998, el 8 de mayo de 1998, el 18 de mayo de 1998, entre otras.


� Ord.Nº 362, CONAMA, La Serena 9 de junio de 1998.


� Informe de Reunión del Comité Técnico de COREMA Región de Coquimbo. 8 de julio de 1998.


� Ord. Nº 519, CONAMA. 14 de agosto 1998.


� C98122br. Compañía Minera Carmen de Andacollo. 17 de agosto de 1998.


� C98129br. Compañía Minera Carmen de Andacollo. 2 de noviembre de 1998.


� Carta Nº 0455, Intendencia IV Región - Coquimbo. 20 de noviembre de 1998


� Diario "El Día". Viernes 8  de enero de 1999. 


� Ord. Nº 100 - 99 I. Municipalidad de Andacollo, 15 de febrero de 1999.


� Diario "El Día". Viernes 8  de enero de 1999.


� CONAMA. Acciones descritas en el Ord. Nº0690, de fecha 16 de noviembre de 1998.


� Diario "El Día". Domingo 10  de enero de 1999.


� Diario "El Día". Martes 12  de enero de 1999.


� Oficio Nº 153. Contraloría Regional Coquimbo. 21 de enero de 1999.


� Ord. Nº 0021.  CONAMA. 12 de enero de 1999.


� Diario "El Día". Domingo 17 de enero de 1999.


� Ord. Nº155. SEREMI de Vivienda y Urbanismo. La Serena.  4 de febrero de 1999.


� Carta Nº 080. Intendencia Regional de Coquimbo. La Serena. 24 de febrero de 1999.


� Oficio Nº 655. Contraloría Regional de Coquimbo. 9 de marzo de 1999.


� Diario "El Día". Martes 9 de marzo de 1999.


� Diario "El Día". Martes 9 de marzo de 1999.


� Carta solicitud al Sr. Contralor Regional de Coquimbo. 9 de marzo de 1999.


� Oficio Nº 812. Contraloría Regional de Coquimbo. 23 de marzo de 1999.


� Oficio Nº 813. Contraloría Regional de Coquimbo. 23 de marzo de 1999.


� Diario "El Día". Martes 7 de abril de 1999.


� Carta enviada a los medios de comunicación, el 7 de abril de 1999.


� Diario "El Día". Martes 7 de abril de 1999.


� "La Municipalidad deberá comunicar, a través de dos publicaciones efectuadas en algún diario de los de mayor circulación en la comuna, en semanas distintas, el lugar y plazo en que se expondrá para conocimiento del público, el proyecto del Plan Regulador Comunal"


� Según el art.10 de la Ley 19.300 sobre bases del Medio Ambiente, "Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualquiera de sus fases, que deberán someterse al S.E.I.A. son los siguientes: h) Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales,..."


� El procedimiento de modificación del Plan Regulador de Andacollo se inició el año 1995, mediante su exhibición al público en la sede de la Municipalidad de Andacollo a partir del 9 de octubre de ese año, anunciándose dicha exposición mediante avisos publicados en el diario "El Día" de jueves 12 y domingo 15 de octubre de 1995, en los cuales se señala que "a contar  del 9 al 23 de octubre de 1995, está en exhibición el Plan Regulador en el Hall de la I. Municipalidad de Andacollo". Oficio Nº1313 de Contraloría Regional de Coquimbo. 25 de mayo de 1999.


� Diario "El Día". Sábado 29 de mayo de 1999.


� Carta enviada a los medios de comunicación, el 28 de mayo de 1999


� Diario "El Día". Sábado 29 de mayo de 1999.


� Carta solicitud a la Alcaldesa de la Comuna de Andacollo. 2 de junio de 1999


� Ord. Nº 259/99. I. Municipalidad de Andacollo. 4 de junio 1999.


� Diario "El Día". Viernes 4 de junio de 1999.


� Diario "El Día". Viernes 4 de junio de 1999.


� Para resultado, ver Ord. Nº422. Comisión Regional del Medio Ambiente. La Serena.  25 de mayo de 1999.


� Ord. Nº422. Comisión Regional del Medio Ambiente. La Serena. 25 de mayo de 1999.


� Carta enviada a los medios de comunicación, el 9 de junio de 1999





